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MÍNIMO VITAL / PAGO INCAPACIDADES / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA / PERJUICIO IRREMEDIABLE ACREDITADO / INCAPACIDADES SUPERIORES A 540 DÍAS DEBE PAGARLAS LA EPS-PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL OBLIGATORIO / REVOCA Y CONCEDE. Si bien para las entidades accionadas el amparo reclamado no resulta procedente por cuanto en efecto existe el procedimiento ordinario -laboral- para dirimir conflictos como el planteado por el actor, tal cual lo sostuvo el a quo, y aunque la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se tienen otros medios de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, según lo tiene decantado la jurisprudencia , lo que en este diligenciamiento se avizora es que por encontrarse el señor LUIS CARLOS MONCADA en una situación de debilidad manifiesta, en tanto desde abril 16 de 2016 se halla  incapacitado -lo que está acreditado en el trámite-, y por ende las sumas que recibe por tal concepto son las únicas con las que cuenta para su subsistencia, al carecer de otros medios para sufragar lo necesario para él y su grupo familiar, todo lo cual no fue objeto de prueba en contrario, y por ende de negarse el pago de las incapacidades que reclama se le generaría un perjuicio irremediable, con mayor razón cuando pese a que ya se efectuó un primer dictamen para determinar la pérdida de su capacidad laboral, el mismo fue apelado al arrojar un porcentaje inferior al 50% y en consecuencia todavía no se ha establecido de manera definitiva el monto de su disminución laboral. (…)

 (…)

Si bien en un comienzo la Corte Constitucional había señalado que las incapacidades que se presentaran con posterioridad al día 540 correspondía sufragarlas al fondo de pensiones, como así lo expresó en las sentencias T004 de 2014  y reiteró en la sentencia T-097 de 2015  , pero no obstante en la Sentencia T-144 de 2016, reiterada en las sentencias T-200 y T-401 de 2017 la Alta Corporación, consideró que el Legislador asignó la responsabilidad de sufragar las incapacidades superiores a 540 días a las EPS, quienes podrán perseguir el reconocimiento y pago de las sumas canceladas por dicho concepto ante la entidad administradora de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, según lo prescrito en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015.
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Pereira, cinco (5) de marzo de dos mil dieciocho (2018).
                                                         
Acta de Aprobación No. 212
                                               Hora: 8:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado del señor LUIS CARLOS MONCADA, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción instaurada en contra de SALUD TOTAL EPS y COLPENSIONES.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el apoderado del señor LUIS CARLOS MONCADA, se pueden sintetizar así: (i) le fue diagnosticada una “displasia de cadera izquierda congénita + escoliosis con acortamiento de MII”, por lo cual ha sido incapacitado por su médico tratante desde junio 5 de 2017 (sic) y han continuado de manera interrumpida hasta la fecha; (ii) la NUEVA EPS (sic) le pagó los primeros 180 días de incapacidades hasta noviembre 5 de 2016, por lo cual radicó ante COLPENSIONES las incapacidades posteriores, las cuales le fueron canceladas hasta agosto 30 de 2017; (iv)  aunque a partir de 1° de septiembre le fueron expedidas otras incapacidades, por un total de 102 días, esto es hasta diciembre 12 de 2017, mismas que se radicaron tanto en SALUD TOTAL EPS como en COLPENSIONES aún están pendientes de pago; y  (v) pasa por una situación difícil, toda vez que se encuentra cesante y no tiene quien le ayude económicamente para los gastos de alimentación y vivienda del grupo familiar, y quien por su condición de discapacidad goza de especial protección por hallarse en un estado de debilidad manifiesta.
Pide se protejan sus derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social, vida digna, igualdad y petición y se le ordene a COLPENSIONES que resuelva favorablemente el reconocimiento y pago de las incapacidades –comprendidas entre septiembre 01 de 2017 al 12 de diciembre de 2017-.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a diversos funcionarios de COLPENSIONES y al gerente de SALUD TOTAL EPS, quienes así se pronunciaron:

- La Administradora Suplente de SALUD TOTAL EPS, en un extenso escrito solicitó se denieguen las pretensiones del actor por tratarse de una controversia que tiene un origen económico y por ende no susceptible de amparo constitucional, se declare la falta de legitimación en la causa por pasiva, al no ser dicha entidad la llamada a pagar las incapacidades superiores a los 540 días del actor, lo cual le corresponde a COLPENSIONES. De manera subsidiaria y en el evento que lo pedido no prospere, pide que se ordene al Ministerio de Protección Social como entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –ADRES-, que pague a dicha EPS, la totalidad de los costos en que incurra por las incapacidades pagadas.

- Por su parte el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, señala que los períodos posteriores al 7 de octubre de 2017 son competencia de la EPS y por parte de esa entidad se encuentra en proceso el reconocimiento del lapso comprendido entre el 1° y el 7 de octubre de 2017 le serán cancelados en la primera semana del mes de enero de 2018.  En relación con el pago de las incapacidades posteriores al día 540 expresa que la llamada a reconocer y pagar las mismas es la EPS quien a su vez recibirá de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud la retribución correspondiente, como así lo ratificó la Corte Constitución en la Sentencia T-144 de 2016. Esgrime además que la acción constitucional carece de objeto al no existir derechos fundamentales vulnerados, e igualmente que ya se le realizó la calificación de pérdida de capacidad laboral al actor la cual arrojó un porcentaje del 28.05, frente a la cual se interpuso apelación ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.  Pide su desvinculación del trámite.

3.2.- Culminado el plazo constitucional la juez de primer nivel en sentencia de enero 3 de 2018 negó por improcedente el amparo de los derechos reclamados por el actor, con excepción del de petición, ordenándose a COLPENSIONES que diera respuesta a las solicitudes elevadas en octubre 2 y noviembre 22 de 2017, relativa al pago de incapacidades. En cuanto a la negativa de los demás derechos, consideró que  no se percibe la existencia de un perjuicio irremediable,  ya que no se probó aunque fuera de manera sumaria la afectación al mínimo vital del accionante, aunado a que la acción constitucional solo procede ante la inexistencia de otros medios de defensa judicial, por su naturaleza esencialmente residual, sin que pueda tenerse como un medio alternativo o  adicional de los medios judiciales ordinarios.

4.- IMPUGNACIÓN

- Por parte del Director de Acciones Constitucionales COLPENSIONES, se allegó escrito -sin indicar que se tratara de una impugnación-  en el que informa que por oficios de noviembre 30 de 2017, y enero 12 y 15 de 2018 se dio respuesta de fondo a la petición del señor LUIS CARLOS MONCADA por lo cual se presenta la carencia actual del objeto por hecho superado, por lo cual pide se declare cumplida la tutela y se ordene su archivo.

- El apoderado del señor LUIS CARLOS MONCADA, sustenta su inconformidad con el fallo, con fundamento en lo siguiente: (i) El alto Tribunal Constitucional es claro en señalar que cuando una persona se haya incapacitada, la única fuente de ingresos económicos son el pago oportuna de las incapacidades, ya que su tardanza afecta derechos como el mínimo vital, seguridad social, vida diga y salud, por lo cual la tutela es procedente; (ii) si bien el proceso ordinario laboral es la cuerda procesal establecida por el legislador para el cobro de incapacidades, los costos del proceso y su duración causarían un perjuicio irremediable al actor, ya que no cuenta con bienes de fortuna, rentas ni pensiones para sufragar los gastos para su subsistencia y la de su grupo familiar, por lo que la acción sí procede para el reconocimiento de dichas incapacidades, lo cual sustenta en jurisprudencia constitucional; (iii)  el señor LUIS CARLOS  lleva más de 510 días de incapacidad ininterrumpida, de los cuales SALUD TOTAL sufragó 180 y COLPENSIONES lleva 330, por lo cual son las llamadas a cancelar las mismas hasta que el actor sea reintegrado a trabajar, ello lo sustenta en la sentencia T-144 de 2016, y (iv) pide se revoque en todas sus partes la sentencia emitida y se conceda el pago de las incapacidades en las proporciones correspondientes a la EPS y la AFP, hasta que le sean levantadas dichas incapacidades.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente el amparo de los derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social, dignidad humana e igualdad del accionante LUIS CARLOS MONCADA, a la vez que protegió su derecho de petición. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente. Con antelación a ello se deberá verificar si una de las entidades presentó la impugnación de manera extemporánea, por lo cual habría de abstenerse la Sala de conocer tal recurso.
5.2.- Solución a la controversia

Como se indicó con antelación, debe de forma primigenia la Corporación determinar si la impugnación interpuesta por el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, no fue impetrada dentro del término legal.

Al respecto, se tiene que el artículo 31 del Decreto 2591/91 en relación con la impugnación de la providencia final dispone que: “Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato”.  A su vez el artículo 30 del mismo Decreto establece: “el fallo se notificará por telegrama o por otro medio expedito que asegure  su cumplimiento, a más tardar al día siguiente de haber sido proferido”.
 

El artículo 302 del C.G.P, aplicable por remisión normativa
  prescribe acerca de la ejecutoria de las providencias: “Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas tres (3) días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los interpuestos […]”.

En el presente caso, al observar las actuaciones desplegadas para efectos de notificar la sentencia de tutela, se concluye: (i) la decisión de primera instancia se profirió en enero 3 de 2018
; (ii) los funcionarios de COLPENSIONES vinculados -Gerente Seccional, Director de Prestaciones Económicas, Directora Nacional de Nómina, Directora de Atención y Servicios,  Directora de Administración de Solicitudes PQR, Subdirector de Determinación de Derechos y Director de Medicina Laboral-, el apoderado del accionante fueron notificados en enero 9 de 2018
 por correo electrónico; y (iii) la ejecutoria corrió así: enero 10, 11 y 12 de 2018; (vi) el escrito de impugnación de COLPENSIONES se recibió por el juzgado de conocimiento en enero 16 de 2018
; y (v) cuando se interpuso el recurso de apelación se hizo de manera extemporánea, puesto que el término de tres días ya había vencido; por tanto, el a quo debió abstenerse de conceder la apelación en favor de COLPENSIONES, pero obro contrario a ello, pese a la constancia secretarial donde se indicaba que el término para interponer el recurso de forma oportuna para todos los intervinientes, vencía en enero 12 de 2018
.

Al haberse verificado por parte de la Sala, que la impugnación formulada en este asunto por COLPENSIONES, se hizo por fuera del término de ley, la Sala se abstendrá de conocer la alzada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. En consecuencia, la decisión emitida frente a la referida entidad permanecerá incólume.

Ahora bien, contrario a ello, lo que se evidencia es que el apoderado del actor LUIS CARLOS MONCADA, sustentó dentro del plazo oportuno el disenso frente al fallo que parcialmente le resultó adverso y por ende la Sala procederá a su estudio.
En principio debe señalarse que la acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso lo pretendido por el señor LUIS CARLOS MONCADA es el amparo de sus derechos al mínimo vital, seguridad social, dignidad humana, igualdad y petición, los cuales considera vulnerados por parte de COLPENSIONES y SALUD TOTAL EPS, toda vez que desde septiembre 01 de 2017 se han negado a sufragar las incapacidades médicas que le han sido otorgadas y derivadas de la enfermedad que padece.

Como se avizora, la pretensión del actor va encaminada a que se le concedan unas prestaciones económicas que en su sentir le asisten, pero conforme lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional, la tutela es un mecanismo especial y transitorio que propende por el aseguramiento ágil de las garantías constitucionales, y en tal sentido, en principio no está llamada a prosperar cuando se trata de obtener el reconocimiento de un derecho prestacional. No obstante, el juez puede hacer excepciones al observar que está frente al posible quebrantamiento de prerrogativas fundamentales y se demuestren condiciones tales como:

“[…] (i) que sea presentada para evitar un perjuicio irremediable, (ii) que la falta de reconocimiento de una prestación social vulnere algún derecho fundamental como la vida, la dignidad humana o el mínimo vital y que (iii) la negativa del reconocimiento se origine en actuaciones que por su contradicción con los preceptos legales y constitucionales desvirtúen la presunción de legalidad de las actuaciones de la administración pública o sea evidentemente arbitraria en caso de que sea un particular quien preste este servicio público.

Dentro de las prestaciones sociales se encuentra el reconocimiento y pago de incapacidades. Dicha prestación económica le es reconocida a los afiliados que han tenido una pérdida de capacidad temporal y, en consecuencia, no pueden desarrollar su oficio habitual.

La incapacidad puede ser generada por enfermedad común, o profesional o por un accidente laboral, en el primer caso, le corresponde asumir dicho pago a las Entidades Promotoras de Salud (EPS), en los dos últimos, a las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP).

Esta Corporación, en reiterada jurisprudencia ha establecido que si bien, el pago de incapacidades es un derecho económico, la ausencia de su reconocimiento puede involucrar la vulneración de derechos fundamentales, sobre todo, cuando dicho pago constituye, para el afiliado, la única fuente de recursos indispensables para atender las necesidades básicas, personales y familiares. 

Entonces, siguiendo lo anterior, en los eventos en que la negativa de las EPS o las ARP, para reconocer y pagar las incapacidades otorgadas en virtud de una enfermedad común, profesional o accidente de trabajo, vulneren el mínimo vital del afiliado, la acción de tutela resulta procedente.” 

Si bien para las entidades accionadas el amparo reclamado no resulta procedente por cuanto en efecto existe el procedimiento ordinario -laboral- para dirimir conflictos como el planteado por el actor, tal cual lo sostuvo el a quo, y aunque la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se tienen otros medios de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, según lo tiene decantado la jurisprudencia
, lo que en este diligenciamiento se avizora es que por encontrarse el señor LUIS CARLOS MONCADA en una situación de debilidad manifiesta, en tanto desde abril 16 de 2016 se halla  incapacitado -lo que está acreditado en el trámite-, y por ende las sumas que recibe por tal concepto son las únicas con las que cuenta para su subsistencia, al carecer de otros medios para sufragar lo necesario para él y su grupo familiar, todo lo cual no fue objeto de prueba en contrario, y por ende de negarse el pago de las incapacidades que reclama se le generaría un perjuicio irremediable, con mayor razón cuando pese a que ya se efectuó un primer dictamen para determinar la pérdida de su capacidad laboral, el mismo fue apelado al arrojar un porcentaje inferior al 50% y en consecuencia todavía no se ha establecido de manera definitiva el monto de su disminución laboral. Todo ello, en sentir del Tribunal, son argumentos suficientes para pregonar que la acción constitucional sí es el medio idóneo para pretender el amparo reclamado.

Y debe ser así, porque de conformidad con lo decantado por la jurisprudencia constitucional, tratándose de personas que se encuentran incapacitadas para laborar y que la prestación que por tal condición reciben constituye su única fuente de ingresos para solventar sus necesidades básicas, la tutela procede de manera excepcional para la protección de sus derechos fundamentales a la vida digna, mínimo vital y seguridad social. Al respecto, en sentencia T-212 de 2010 la Alta Corporación precisó:

“4. Esta Corporación ha reconocido en reiterada jurisprudencia, que corresponde a la jurisdicción ordinaria, mediante el ejercicio de la acción ordinaria laboral respectiva, la competencia para dirimir controversias relativas a la reclamación de acreencias de orden laboral, tal como se encuentra contemplado en el Código Procesal del Trabajo. 

 

5. Sin embargo, cuando el no pago de las acreencias laborales vulnera o amenaza los derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital, la seguridad social, y/o la subsistencia, la tutela procede por vía de excepción, para la reclamación de aquellas prestaciones que constituyan la única fuente de sustento o recursos económicos que permiten sufragar las necesidades básicas, personales y familiares de la persona afectada.
 

6. Bajo esta línea argumentativa, en materia de incapacidades por enfermedad debidamente certificada, la Corte en la Sentencia T-311 de 1996, manifestó:

 

“El pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente certificada, según las disposiciones legales. No solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia”.”
 
En este asunto se observa que el señor LUIS CARLOS MONCADA  padece de una displasia de cadera izquierda congénita, así como una escoliosis con acortamiento del miembro inferior izquierdo, por lo cual, según su apoderado,  a partir de junio 5 de 2016 se le han concedido incapacidades, aunque del reporte efectuado por SALUD TOTAL al contestar la demanda, se desprende que estas le han sido generadas desde abril 16 de 2016, y a raíz de las prórrogas concedidas hasta diciembre 12 de 2017, ha acumulado un monto de 635 días de incapacidad.

De los mismos, como así lo indica el actor, por parte de SALUD TOTAL le fueron sufragados los primeros 180 días y con posterioridad a ello se procedió por parte de COLPENSIONES a otorgar el pago de los demás subsidios hasta el día 540, el cual en su sentir se cumplió en octubre 7 de 2017, fecha hasta la cual se atendió dicha obligación.
Ahora bien, el problema a dilucidar por tanto, es a quién le compete cubrir las incapacidades que se generan después del día 540, si tenemos en cuenta que por parte de SALUD TOTAL EPS se indica que ello le corresponde a COLPENSIONES, en tanto esta señala que es dicha EPS la que tiene la obligación de realizar esos pagos.

Si bien en un comienzo la Corte Constitucional había señalado que las incapacidades que se presentaran con posterioridad al día 540 correspondía sufragarlas al fondo de pensiones, como así lo expresó en las sentencias T004 de 2014
 y reiteró en la sentencia T-097 de 2015
 , pero no obstante en la Sentencia T-144 de 2016, reiterada en las sentencias T-200 y T-401 de 2017 la Alta Corporación, consideró que el Legislador asignó la responsabilidad de sufragar las incapacidades superiores a 540 días a las EPS, quienes podrán perseguir el reconocimiento y pago de las sumas canceladas por dicho concepto ante la entidad administradora de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, según lo prescrito en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015.

En esa última decisión, la Alta Corporación indicó:

“ […] debido al déficit de protección legal que afrontaron los asegurados con incapacidades prolongadas por más de 540 días, ya sea porque no ha sido calificado su porcentaje de pérdida de capacidad laboral o porque su disminución ocupacional es inferior al 50%, es necesario resaltar que tal vacío legal fue advertido recientemente por el Congreso de la República, quien a través de la Ley 1753 de 2015 –Ley del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018–, atribuyó el pago de las incapacidades superiores a los 540 días a las entidades promotoras de salud (EPS) y radicó en cabeza del Gobierno Nacional, la obligación de reglamentar el procedimiento de revisión periódica de la incapacidad, para solucionar los dos puntos de vista analizados en los fundamentos jurídicos 28 y 29 de esta sentencia. 

En efecto, el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015, indicó: 

“ARTÍCULO 67. Recursos que administrará la entidad administradora de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud. La Entidad administrará los siguientes recursos:

(…)

Estos recursos se destinarán a:

a) El reconocimiento y pago a las Entidades Promotoras de Salud por el aseguramiento y demás prestaciones que se reconocen a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, incluido el pago de incapacidades por enfermedad de origen común que superen los quinientos cuarenta (540) días continuos. El Gobierno Nacional reglamentará, entre otras cosas, el procedimiento de revisión periódica de la incapacidad por parte de las EPS, el momento de calificación definitiva, y las situaciones de abuso del derecho que generen la suspensión del pago de esas incapacidades.” (Resaltado de la Sala)

Como se puede observar en la norma transcrita, el Legislador asignó la responsabilidad de sufragar las incapacidades superiores a 540 días a las EPS, quienes podrán perseguir el reconocimiento y pago de las sumas canceladas por dicho concepto ante la entidad administradora de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, según lo prescrito en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015. 

Igualmente, conviene aclarar que el deber legal de asumir las incapacidades originadas en enfermedad común que superen los 540 días (que, se reitera, está en cabeza de las EPS) no se encuentra condicionado a que se haya surtido la calificación de pérdida de capacidad laboral, toda vez que la falta de diligencia de las entidades no puede derivar en una carga más gravosa para quien afronta una incapacidad prolongada.

33. Con fundamento en esta normativa, es claro que en todos los casos futuros, esto es, los suscitados a partir de la vigencia de la ley –9 de junio de 2015
–, el juez constitucional y las entidades que integran el Sistema de Seguridad Social deberán acatar lo dispuesto en dicho precepto legal.” 

Con fundamento en dicho precedente jurisprudencial, el cual es de obligatorio acatamiento por los jueces constitucionales, no queda duda alguna que cuando el pago de las  incapacidades superan los 540 días de incapacidad, como ocurrió en el caso del señor LUIS CARLOS MONCADA, el mismo estará a cargo de SALUD TOTAL EPS, quien en consecuencia deberá proceder al reconocimiento de los subsidios que reclama el actor por esta vía y que acreditó hasta diciembre 12 de 2017, en tanto aquellas incapacidades que le sean generadas con posterioridad deberá realizar la respectiva reclamación, para que dicha EPS disponga lo pertinente, pero en todo caso deberá tener presente lo acá decidido.

Pese a la postura asumida por SALUD TOTAL EPS, surge diáfano que son las EPS quienes deberán sufragar los costos de los subsidios por incapacidad que se les otorgue a sus afiliados después del día 540, e igualmente que dichas empresas tienen la facultad legal de cobrar a la entidad administradora de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES- los valores que por tales conceptos hayan cancelado.

Por lo anterior, considera la Corporación que con el no reconocimiento y pago de las incapacidades concedidas al señor LUIS CARLOS MONCADA, con posterioridad al día 540 por parte de SALUD TOTAL EPS, se vulneran sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas, por lo cual se revocará la decisión proferida por el funcionario de primer nivel y en su lugar procederá a tutelar dichas garantías constitucionales.  

En consecuencia, se ordenará a SALUD TOTAL EPS que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, reconozca si hay lugar a ello, y una vez reconocidas proceda al pago del valor de las incapacidades a favor del señor LUIS CARLOS MONCADA, por el período comprendido entre octubre 8
 y diciembre 12 de 2017. No obstante, de procederse por parte del médico tratante a prorrogar las incapacidades al accionante, deberá radicarlas ante la EPS para que esta proceda al estudio pertinente, debiéndose tener en cuenta no solo lo dispuesto en este fallo, sino lo plasmado por la Corte Constitucional.

NOTA ADICIONAL:

Se hace un llamado de atención especial al funcionario de primer nivel, para que en futuras oportunidades y cuando de la motivación se trate, tenga presente qué clase de conflicto es el que viene siendo objeto de estudio, para evitar confusiones. Lo anterior lo decimos por cuanto en uno de los apartes del fallo y en punto de la improcedencia de la acción de tutela como así lo consideró el a quo, hizo alusión a un “reconocimiento pensional”, cuando es evidente que la acción constitucional tenía como norte única y exclusivamente lo atinente al reconocimiento y pago de las incapacidades médicas otorgadas al ciudadano LUIS CARLOS MONCADA.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE ABSTIENE la Sala de conocer la impugnación interpuesta por el Director de Asuntos Constitucionales de COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por ser extemporánea. En consecuencia, la decisión emitida frente a la referida entidad permanecerá incólume.

SEGUNDO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el referido despacho judicial, frente a SALUD TOTAL EPS y en consecuencia SE TUTELAN los derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social, cuyo titular es el señor LUIS CARLOS MONCADA.

TERCERO: SE ORDENA a la EPS SALUD TOTAL, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este proveído, reconozca si hay lugar a ello, y una vez reconocidas proceda al pago del valor de las incapacidades a favor del señor LUIS CARLOS MONCADA, por el período comprendido entre octubre 8
 y diciembre 12 de 2017. Igualmente y de prorrogarse por el médico tratante las incapacidades al accionante, deberá radicarlas ante la EPS, para lo cual se insta a la misma para que tenga en cuenta no solo lo dispuesto en este fallo, sino lo que al respecto al indicado la H. Corte Constitucional.
CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Al respecto en sentencia SU 195 de 2008. 


� Artículo 4º Decreto 306 de 1992, para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela, se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en todo aquello que no sea contrario a dicho decreto.


� Folio 80.


� Folios 84 y 85 –fte. y vto.-


� Folio 86


� Folio 125.


� Corte Constitucional, Sentencia T-498 de 2010.


� T-348 de 2008. 


� En la misma, entre otras consideraciones se indicó: “Por ende, como el señor XXX tiene derecho a que se le cancelen las incapacidades causadas después del día 540 de incapacidad éstas deberán ser cubiertas por el Fondo de Pensiones al cual se encuentra afiliado el trabajador. Mientras que el trabajador deberá seguir realizando los aportes al Sistema de Seguridad Social y las EPS Saludcoop deberá seguir brindando una atención integral en su estado de salud”. -negrillas fuera de texto-


� En la misma, se señaló: ”De igual manera, la Corte ha interpretado el vacío legal en materia del pago de incapacidades que superan los 540 días. Sobre el particular, la jurisprudencia ha expuesto que la obligación se encuentra en cabeza del fondo de pensiones […]”. –negrillas fuera de texto-


� Ley 1753 de 2015. “ARTÍCULO 267. Vigencias y Derogatorias. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.” La ley fue publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015. 


� Debe tenerse en cuenta que por parte de COLPENSIONES, se le reconoció y ordenó el pago de las incapacidades hasta octubre 7 de 2017. 


� Debe tenerse en cuenta que por parte de COLPENSIONES, se le reconoció y ordenó el pago de las incapacidades hasta octubre 7 de 2017. 
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